
 

 

 

 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMÓN y CAROLINA 
Panel VI 

 
U.S. BANK NATIONAL 

ASSOCIATION  
 

DEMANDANTE-

RECURRIDO 
 

V. 

 
PEDRO ANTONIO RAY 

CHACÓN, NILSA 
SANTIAGO ROMÁN Y LA 

SOCIEDAD DE 

GANANCIALES 
COMPUESTA POR AMBOS 

 
DEMANDADA-

PETICIONARIOS 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
KLAN201700843 

 
APELACIÓN 

procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala de Bayamón   
 
Civil Núm. 2013-

2125 
 

Sobre: Cobro de 
Dinero y Ejecución 
de Hipoteca  

   

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González1, el Juez 

Rivera Colón, la Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González 
 
Cortés González, Jueza Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 19 de julio de 2017. 

 Comparecen los señores Pedro Antonio Ray Chacón, Nilsa 

Santiago Román y la Sociedad de Gananciales Compuesta por Ambos 

(los peticionarios) mediante recurso de apelación y solicitan la revisión 

de una Orden2 emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón en virtud de la cual fue declarada No Ha Lugar 

una Moción de Desestimación instada por éstos. Los peticionarios 

solicitaron la Reconsideración de esta Orden, petición que les fue 

denegada.3 

I. 

El 8 de agosto de 2013 U.S. Bank National Association as Trustee 

for CSMC 2007-6 (recurrido o US Bank) presentó demanda contra los 

apelantes sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

                                       
1 El Juez Piñero González no interviene. 
2 Orden dictada el 28 de abril de 2017 y notificada el 5 de mayo de 2017. 
3 Resolución notificada el 11 de mayo de 2017. 
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ordinaria. US Bank alegó que los peticionarios suscribieron un pagaré 

de $2,566,600.00 el 7 de agosto de 2003, a favor de Popular Mortgage, 

Inc. devengando intereses al 5.625% anual, pagadero en 180 pagos de 

principal e intereses de $21,141.90, más el pago mensual de las primas 

de seguro sobre la propiedad y el pago del CRIM, garantizado mediante 

Escritura de Hipoteca.4 Alegó, además, que los peticionarios habían 

incumplido al dejar de efectuar el pago mensual acordado 

correspondiente a enero de 2013 y subsiguientes, adeudando en 

atrasos, 53 meses de principal, intereses, pago de las primas de seguro 

y CRIM por $11,747.91, sumando a $622,639.23, más recargos, costas, 

gastos y honorarios de abogado previamente pactados.  

La parte demandada fue emplazada mediante edicto publicado el 

6 de noviembre de 2013. Los peticionarios contestaron la demanda y 

alegaron falta de jurisdicción por defectos en el emplazamiento y 

diligenciamiento. Luego, presentaron Moción de Desestimación por el 

mismo fundamento. Tras varios incidentes procesales, el TPI declaró No 

Ha Lugar la solicitud de desestimación. Mediante el recurso 

KLAN201401365, este foro apelativo acogió el recurso como un 

Certiorari y denegó su expedición.  

Posteriormente el TPI refirió el caso al Centro de Mediación de 

Conflictos (CMC) mediante Orden del 19 de marzo de 2015.5  El 24 de 

febrero de 2016, la Mediadora Sonia del Santana Martí (la Mediadora), 

notificó al tribunal que ambas partes asistieron a la sesión obligatoria 

de mediación, que el acreedor hipotecario no brindó a los deudores 

hipotecarios la orientación requerida por la Ley Núm. 184-2012, y que 

"considerando las condiciones del caso la mediadora concluyó que el 

mismo no [era] adecuado para mediación en [ese] momento.6 El 2 de 

marzo de 2016, US Bank presentó una Moción Solicitando Detener el 

Proceso por espacio de treinta (30) días, por haberse completado la 

                                       
4 Réplica de la Parte Recurrida, Apéndice, págs. 80-105 (Escritura Núm. 238). 
5 Id., págs. 52-54. 
6 Escrito de Certiorari de los peticionarios, Apéndice, pág. 1. 
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solicitud formal de “Loss Mitigation”. El 17 de marzo de 2016 los 

peticionarios instaron otra Moción de Desestimación por Falta de 

Jurisdicción en la que alegaron incumplimiento con la Ley Núm. 184-

2012. El recurrido se opuso a la solicitud de desestimación y señaló 

que la alegación de los peticionarios era frívola y suscrita con el 

propósito de dilatar el proceso.  

El 7 de abril de 2016 el TPI refirió nuevamente a las partes al 

CMC.7 El 13 de julio de 2016 la Mediadora presentó Segunda Moción 

Solicitando Extensión de Término en Casos de Ejecución de Hipoteca, ya 

que las partes continuaban en el proceso de negociación y requerían un 

tiempo adicional para completar la entrega de documentos y evaluación 

de los mismos. El 16 de marzo de 2017, la Mediadora presentó 

Notificación al TPI en la que informó que ambas partes asistieron, que 

el acreedor hipotecario brindó a los deudores hipotecarios la 

orientación requerida por la Ley Núm. 184-2012 y que ambas partes 

participaron de la sesión obligatoria de mediación, pero no lograron 

acuerdos.8  Así el recurrido solicitó mediante moción la reapertura del 

caso y peticionó una orden para que los peticionarios contestaran un 

interrogatorio, requerimiento de admisiones y producción de 

documentos. 

El 12 de abril de 2017 los peticionarios instaron Moción de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción reiterando el incumplimiento 

con los requerimientos estatutarios de mediación compulsoria. El 

recurrido se opuso a la solicitud de desestimación. Mediante Orden del 

7 de abril de 2017, el TPI declaró Ha Lugar la reapertura del caso y 

ordenó a la parte demandada a contestar el interrogatorio en diez (10) 

días, so pena de sanciones.9 El 28 de abril de 2017 el foro primario 

declaró “No Ha Lugar” la solicitud de desestimación presentada por los 

                                       
7 Id., págs. 2-4. 
8 Réplica de la Parte Recurrida, Apéndice, pág. 77. 
9 Escrito de Certiorari de los peticionarios, Apéndice, pág. 8. 
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peticionarios y les ordenó a cumplir con la Orden del 7 de abril de 

2017, so pena de sanciones y/o eliminación de alegaciones.10  

El 4 de mayo de 2017 los peticionarios presentaron Réplica a 

Oposición a Moción del Demandando Solicitando Desestimación por Falta 

de Jurisdicción y Moción Urgente Solicitando Reconsideración de Orden. 

La solicitud de reconsideración fue declarada “No Ha Lugar” y la 

“Réplica” fue encontrada “académica”.  

Inconformes, acuden mediante el recurso de título y señalan que 

el TPI incurrió en el siguiente error: 

…[a]l ordenar que se continúe con el caso sin atribuirle la 
adecuada consecuencia jurídica al reiterado 

incumplimiento de la parte demandante apelada con su 
obligación de ley de presentar de forma debida todas las 

alternativas disponibles a los apelantes para poder retener 
su residencia principal y evitar la ejecución y venta de 
dicha residencia principal, conforme los requisitos 

jurisdiccionales impuestos por la Ley 184 de Mediación 
Compulsoria. 

 
 El recurrido presentó Réplica y Oposición a Expedición del Auto de 

Certiorari. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

A. 

La Ley Núm. 184-2012, conocida por Ley de Mediación 

Compulsoria y Preservación de tu Hogar en Procesos de Ejecuciones de 

Hipotecas de Vivienda Principal (Ley Núm. 184-2012), refiere en su 

exposición de motivos que “[l]a escasez de recursos económicos en 

Puerto Rico ha ocasionado que muchos dueños de viviendas, le hayan 

ejecutado su vivienda por parte de la entidad bancaria o crediticia que 

ostenta el préstamo hipotecario sobre dicha propiedad.”  Ante esta 

realidad, resultó imprescindible que se promulgara una ley con el 

propósito de “crear un proceso de mediación compulsoria ante los 

tribunales de Puerto Rico o ante los foros administrativos 

correspondientes, previo a llevar un proceso de ejecución de hipoteca 

                                       
10 Id., pág. 32. 
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de cualquier propiedad principal de vivienda en Puerto Rico por 

cualquier entidad bancaria.”  Exposición de motivos Ley Núm. 184-

2012.  

La Ley Núm. 184-2012 implanta un mecanismo compulsorio de 

mediación entre el acreedor hipotecario y el deudor en los procesos de 

ejecución de hipoteca de aquellas propiedades dedicadas a vivienda en 

Puerto Rico que constituyan una vivienda principal.  La referida ley, 

tiene como propósito viabilizar un acuerdo o modificación que permita 

al deudor hipotecario establecer un arreglo de pago de la hipoteca u 

otra alternativa satisfactoria a las partes, de manera que el deudor no 

pierda su vivienda principal. En particular, la Ley Núm. 184-2012 

define la residencia o vivienda principal como “[a]quella que se utiliza 

como el hogar principal del deudor o del deudor y su familia inmediata; 

y que para fines contributivos sobre bienes inmuebles es aquella para 

la cual aplicaría la exención contributiva principal.”  32 LPRA sec. 2881 

(e).   

 El inciso (a) del Artículo 2 del citado cuerpo legal, define la 

mediación como un proceso de intervención, no adjudicativo, en el cual 

un interventor o una interventora neutral (mediador o mediadora) 

ayuda o asiste a las personas en conflicto a lograr un acuerdo que les 

resulte mutuamente aceptable para resolver su controversia.  A su vez, 

el inciso (b) al regular la mediación compulsoria establece que: 

En los casos en que un acreedor hipotecario pueda iniciar 
un proceso de ejecución de hipoteca, o el cual pueda 

culminar en la venta judicial, de una propiedad residencial 
que constituya una vivienda principal, se celebrará una 
reunión compulsoria de mediación […] presidida por un 

mediador seleccionado por las partes, en el curso de un 
procedimiento de ejecución de hipoteca sumario y/o 

ordinario.  En dicha reunión el acreedor hipotecario 
notificará al deudor hipotecario todas las alternativas 
disponibles en el mercado para poder evitar la 

ejecución de la hipoteca o la venta judicial de una 
propiedad residencial que constituya una vivienda 
principal. 32 LPRA sec.2881 (b). (Énfasis nuestro). 

 
A través de esta reunión compulsoria, se le brinda al deudor la 

oportunidad de conocer los remedios que pueda tener disponibles para 
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evitar la pérdida de su hogar.  La palabra “compulsoria” se deriva de 

“compulsory” y se utiliza como sinónimo de “obligatorio”.  “Obligatorio” 

es algo que obliga a su cumplimiento y ejecución, y “obligar” es mover e 

impulsar a hacer o cumplir algo.   

El proceso para llevar a cabo la “mediación compulsoria” se 

encuentra regulado por el Art. 3 de esta Ley, el cual consagra que:  

Será deber del tribunal, en los casos que considere 
necesarios, dentro de los sesenta (60) días después de 
presentada la alegación responsiva por parte del deudor 

hipotecario demandado y antes de que se señale la 
conferencia con antelación al juicio, bajo apercibimiento de 

desacato, una vista o acto de mediación compulsorio que 
presidirá un mediador seleccionado por las partes y que 
tendrá lugar en cualquier salón o sala del tribunal o en 

aquel lugar que las partes en acuerdo con el mediador 
seleccionen, todas las alternativas disponibles en el 
mercado para poder evitar la ejecución de la hipoteca o la 

venta judicial de una propiedad residencial que constituya. 
32 LPRA sec. 2882. 

 
De otra parte, la Oficina de Administración de Tribunales emitió 

el 11 de junio de 2013, la Circular Núm. 30 del año fiscal 2012-2013, 

para pautar las disposiciones que regirán el manejo de estos asuntos 

en la Rama Judicial y sirven al propósito de facilitar la implantación del 

procedimiento compulsorio de mediación en casos de ejecución de 

hipotecas. La misiva enfatiza en el acápite (10) que “[e]l carácter 

compulsorio de la celebración de una sesión inicial de mediación no 

implica que las partes estén obligadas a llegar a un acuerdo como 

resultado del proceso”.  También hace referencia al carácter 

jurisdiccional de la celebración de la reunión de mediación compulsoria 

en la que el acreedor notificará al deudor hipotecario todas las 

alternativas disponibles en el mercado para las cuales cualifique, de 

manera que pueda evitar la ejecución de hipoteca de su residencia 

principal.  Acápites 6-8.  

Por tanto, la vista o acto de mediación compulsoria es un 

requisito jurisdiccional, sin cuyo cumplimiento no podrá dictarse 

sentencia o celebrarse venta judicial, en casos en que el demandado no 

se encuentre en rebeldía o no le hayan sido suprimidas o eliminadas 
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sus alegaciones y en los que se trate de la vivienda principal de este.  

Banco Santander de Puerto Rico v. Correa García, 2016 TSPR 201, 196 

DPR___ (2016). 

Los requisitos jurisdiccionales gozan de la característica de 

obligatoriedad, pues deben cumplirse antes de que el tribunal pueda 

conocer del pleito. Por ello, el incumplimiento de un requisito 

jurisdiccional priva de jurisdicción al tribunal para atender los méritos 

de la controversia. Así, nuestro más Alto Foro ha dispuesto que si un 

tribunal carece de jurisdicción, también carece de discreción, y los 

tribunales no tienen discreción para asumir jurisdicción donde la ley 

no la confiere.  La ausencia de jurisdicción es insubsanable y cualquier 

sentencia dictada sin jurisdicción es nula en derecho y, por lo tanto, 

inexistente.  Por lo que las sentencias que el tribunal dicte y las ventas 

judiciales que ordene sin haber señalado una vista de mediación en los 

casos en que este obligado a referir a mediación, serán nulas y no 

tendrán efecto legal alguno.  Banco Santander de Puerto Rico v. Correa 

García, supra.  

Así, luego de referir a las partes a mediación, el tribunal podrá 

continuar con el proceso judicial cuando:  (1) el acreedor acudió a la 

vista de mediación, pero el deudor no se presentó; (2) las partes 

acudieron a la vista y se cumplieron los requisitos de ley, pero no 

llegaron a un acuerdo, o (3) el deudor incumplió con los acuerdos 

contraídos como resultado del proceso de mediación. Banco de 

Santander de Puerto Rico v. Correa García, supra. (Énfasis nuestro). 

B. 

El auto de Certiorari es el vehículo procesal que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior.  Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón Mendoza, 

149 DPR 630, 637 (1999).    Su principal característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 
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expedición y adjudicar sus méritos.”  IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012).   

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el foro 

de primera instancia en el transcurso y manejo del caso.  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal al que se recurre mediante certiorari 

tiene discreción para atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el 

auto o denegándolo.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 

580, 596 (2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913 (2009); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).   

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1, dispone que:   

[…] El recurso de Certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 

revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 
el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 

o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.  Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión.      

 
La referida Regla va dirigida a evitar la revisión judicial de 

aquellas órdenes o resoluciones que demoran el proceso 

innecesariamente, ya que pueden esperar a ser revisadas una vez 

culminado el mismo, uniendo su revisión al recurso de apelación.  

Rivera v. Joe’s European Shop, supra, págs. 593-594.    

Aun cuando un asunto esté comprendido dentro de las materias 

que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, supra, para 

poder ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un caso es 

menester evaluar si, a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 
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de nuestro Reglamento, supra, se justifica nuestra intervención, pues 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para 

expedir el auto de Certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 

834, 837 (1999).   

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, señala los criterios que para ello debemos considerar.  Éstos son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

   
Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido. Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, 

a la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención.  De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los 

procedimientos del caso sin mayor dilación en el foro de primera 

instancia. 

III. 

 
 En el caso ante nuestra consideración, los peticionarios señalan 

que el TPI ordenó la continuación del procedimiento judicial en su 

contra sin que se haya adquirido válidamente jurisdicción debido a que 

el recurrido ha incumplido con sus obligaciones bajo la Ley Núm. 184-
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2012. Plantean que el recurrido no ha presentado una justificación 

válida para exigirles que, para poder obtener una modificación al plan 

de pago del préstamo, se vean obligados a comprometerse a pagar una 

suma principal considerablemente en exceso de lo que su informe 

mensual de cuenta refleja como deuda de principal adeudado. Los 

peticionarios alegan que lo anterior constituye un atropello 

impermisible y una grave burla al proceso de mediación compulsoria 

requerida por la Ley Núm. 184-2012. Añaden que US Bank no ha 

presentado ninguna alternativa real, apropiada y debida disponible bajo 

el proceso de mediación compulsoria, además, de que han faltado al 

deber de buena fe contractual. 

 Por su parte, el recurrido expone que el proceso de negociación 

duró dos años aproximadamente y en el primer referido al CMC se 

celebraron nueve (9) reuniones en total. Afirma que, en ánimo de 

concluir las negociaciones presentó moción para detener el proceso 

para que se pudiera completar la solicitud de “Loss Mitigation”. 

Menciona que en la segunda etapa del proceso de mediación se 

celebraron siete (7) reuniones adicionales. US Bank añade que, en la 

reunión del 2 de marzo de 2017, la Mediadora reunió a las partes para 

discutir los términos de la alternativa de modificación de hipoteca que 

fue aprobada por el Banco y ofrecida a los peticionarios y se señaló una 

última reunión para el 13 de marzo de 2017 para que los peticionarios 

manifestaran su aceptación o rechazo del acuerdo, el cual fue 

rechazado. Indica que, por ello, la Mediadora notificó al TPI el resultado 

de la sesión obligatoria de mediación en la cual incluyó que el acreedor 

hipotecario les brindó a los peticionarios la orientación requerida por la 

Ley Núm. 184-2012, pero no lograron acuerdos. 

 El recurrido plantea que del expediente surge que ha cumplido 

con todos y cada uno de los requisitos procesales y jurisdiccionales del 

debido proceso de ley para establecer su causa de acción conforme a 

derecho. US Bank expone que orientó, evaluó y presentó alternativas 
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aprobada a los peticionarios que, en última instancia, no aceptaron. En 

cuanto a la alegada discrepancia en las cantidades adeudadas, el 

recurrido señala que los peticionarios no expresan cual es la suma 

alegadamente correcta. Señala que el préstamo en este caso ha sufrido 

varias modificaciones y que si se suma el balance de cancelación, el 

“ballon payment”, más las cantidades adeudadas por concepto de 

mensualidades atrasadas e intereses desde febrero de 2013 hasta el 

presente (junio de 2017) y subsiguientes lo que sobrepasa la suma 

aproximada de $580,547.59, la deuda total estaría sobre los 

$2,500,000.00. Razona que, el hecho de que las alternativas de 

modificación aprobadas no sean del agrado de los peticionarios, no 

implica de ninguna forma que el recurrente haya incumplido con su 

deber bajo la Ley Núm. 184-2012. Colige que las órdenes dictadas por 

el TPI fueron conforme a derecho y deben ser sostenidas por este foro 

apelativo.  

 Tras una evaluación de los argumentos de las partes y de la 

normativa jurídica antes esbozadas, concluimos que, en el presente 

caso, se cumplió con los requisitos estatutarios relacionados a la 

mediación compulsoria en casos de ejecuciones de hipoteca. Según 

indicamos antes, el carácter compulsorio de la celebración de una 

sesión inicial de mediación no implica que las partes estén obligadas a 

llegar a un acuerdo como resultado del proceso. Cabe destacar, 

además, que el proceso de mediación en este caso fue extenso con el 

propósito de que las partes trataran de lograr un acuerdo. Procedía, tal 

como lo determinó el foro primario la continuación del proceso judicial 

ya que se cumplió con el requisito establecido en la Ley Núm. 184-

2012. Es decir, las partes acudieron a varias sesiones de mediación, el 

recurrido orientó y les brindó las alternativas disponibles a los 

peticionarios, aunque no llegaron a un acuerdo.  Por tanto, colegimos 

que el foro primario actuó con jurisdicción al determinar proceder con 

la continuación del proceso judicial. Su dictamen no constituye un 
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fracaso a la justicia, por lo que denegamos la expedición del auto de 

Certiorari.  

IV. 
 
 En atención a los fundamentos antes esbozados, denegamos la 

expedición del auto de Certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
 


